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TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR 

TRASLADO CONTESTACIÓN - EXCEPCIONES 

(Artículo 175 CPACA) 
 

M.PONENTE ROBERTO MARIO CHAVARRO COLPAS 

RADICACION 13-001-23-33-000-2021-00290-00 

MEDIO DE CONTROL Nulidad y Restablecimiento del Derecho 

DEMANDANTE  Construcciones & Urbanismos El Futuro S.A  

 

DEMANDADO 

 Nación-Ministerio      de      Defensa      Nacional     - 

Dirección             General   Marítima -Capitanía   de 

 

Puerto de Cartagena.  

 

 

 

En la fecha, martes catorce (14) de septiembre de dos mil veintiuno (2021), 

se corre traslado por el término legal de tres (03) días a la parte demandante 

de la(s) contestación(es) de demanda presentada(s) por el(a) apoderado 

(a) de la parte demandada, NACIÓN- MINISTERIODE DEFENSA NACIONAL y 

de las excepciones que contenga el escrito de contestación de la 

demanda, presentado electrónicamente el día miércoles primero (1) de 

septiembre de dos mil veinte uno (2021). 

 

 

 

EMPIEZA EL TRASLADO: MIERCOLES QUINCE (15) DE SEPTIEMBRE DE 2021,   

A LAS 8:00 A.M. 

 
 

 

 

VENCE EL TRASLADO: VIERNES DIECISIETE (17) DE SEPTIEMBRE DE 2021,  

A LAS 5:00 P.M. 
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SEÑORES:

H. MAGISTRADOS TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR

E.        S.         D.

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho/ otros

Radicado: 13-001-23-33-000-2021-00290-00

Demandante: Construcciones & Urbanismos El Futuro S.A.

Demandado: Nación-Ministerio      de      Defensa      Nacional     -Dirección        General Marítima -Capitanía de Puerto de

Cartagena. 

Magistrado Ponente: Roberto Mario Chavarro Colpas

YELENA PATRICIA BLANCO NUÑEZ, Abogada titulada en ejercicio, portadora de la C.C. 1.050.035.403 de San Jacinto

Bolívar y de la tarjeta Profesional No 194.901 del C.S.J. en mi condición de Apoderada Judicial de la NACIÓN- MINISTERIO

DE DEFENSA NACIONAL,  anexo memorial de contestación con sus pruebas.
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SEÑORES: 

H. MAGISTRADOS TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR 

E.  S.  D. 

 

 

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho/ otros 

Radicado: 13-001-23-33-000-2021-00290-00 

Demandante: Construcciones & Urbanismos El Futuro S.A. 

Demandado: Nación-Ministerio      de      Defensa      Nacional     -Dirección        

General Marítima -Capitanía de Puerto de Cartagena.  

Magistrado Ponente: Roberto Mario Chavarro Colpas 

 

                               

YELENA PATRICIA BLANCO NUÑEZ, Abogada titulada en ejercicio, portadora de la 

C.C. 1.050.035.403 de San Jacinto Bolívar y de la tarjeta Profesional No 194.901 del C.S.J. 

en mi condición de Apoderada Judicial de la NACION- MINISTERIO DE DEFENSA 

NACIONAL, estando dentro del término legal descorro el traslado de la demanda en los 

siguientes términos:  

 

EN CUANTO A LAS PRETENSIONES: 

 

Respetuosamente me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la parte actora, en 

atención a que hasta esta instancia no se ha demostrado la ilegalidad de los actos 

enjuiciados, los cuales fueron expedidos con apego a las normas constitucionales y legales 

que rigen la materia, y con observancia del debido proceso. 

 

EXCEPCIONES 

 

DE PRESUNCION DE LEGALIDAD DEL ACTO ACUSADO: 

 

El acto administrativo atacado, goza de presunción de legalidad hasta tanto no se demuestre 

que se encuentre viciado de alguna de las causales de nulidad, de conformidad con el 

artículo 88 de la Ley 1437 de 2011. De igual forma se encuentra establecido que a la fecha 

de expedición del acto se actuó conforme a las normas aplicables al actor. 

 

CADUCIDAD: 

 

La caducidad está unida al término prefijado para ejercer el medio de control, de manera 

que una vez transcurrido éste se produce fatalmente el resultado de extinción, razón por 

la cual la misma debe ser estudiada desde la presentación de la demanda o a solicitud de 

parte de no rse advertida en esa oportunidad por el juzgador. 

  

En relación con el requisito del término de caducidad, en el medio de control de nulidad y 

restablecimiento del derecho, el artículo 138 de la Ley 1437 de 2011, establece lo siguiente:  

 

“Nulidad y restablecimiento del derecho. Toda persona que se crea lesionada en un 

derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad 

del acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el derecho; 

también podrá solicitar que se le repare el daño. La nulidad procederá por las mismas 

causales establecidas en el inciso segundo del artículo anterior.  

 

Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse el 

restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular demandante o la 

reparación del daño causado a dicho particular por el mismo, siempre y cuando la 

demanda se presente en tiempo, esto es, dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su 

publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento del acto general, el 

término anterior se contará a partir de la notificación de aquel”. 

 

 El artículo 164 de ibídem, establece la oportunidad para demandar de la siguiente manera: 
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“Oportunidad para presentar la demanda. La demanda deberá ser presentada: (…) d) 

Cuando se pretenda la nulidad y restablecimiento del derecho, la demanda deberá 

presentarse dentro del término de cuatro (4) meses contados a partir del día siguiente al de 

la comunicación, notificación, ejecución o publicación del acto administrativo, según el 

caso, salvo las excepciones establecidas en otras disposiciones legales; (…).”.  

 

De la normativa en cita se puede concluir que para instaurar el medio de control de nulidad 

y restablecimiento del derecho el actor debe presentar la demanda dentro del término de 

caducidad de cuatro (4) meses siguientes a la expedición del acto administrativo, contados a 

partir del día siguiente al de su comunicación, notificación, ejecución o publicación, Que 

para el caso inicio el conteo el 11 de julio de 2019 por lo que a la fecha de presentación de 

la solicitud de conciliación judicial ya no gozaba el demandante del derecho de acción. 

 

No puede, como pretende el demandante computarse el termino para acudir a la 

jurisdicción contenciosa desde el día siguiente de la recepción del aviso de notificación del 

auto calendado 18 de noviembre de 2019, mediante el cual se corrige de oficio un mero 

error de transcripción, precisamente porque dicho error no cambia el sentido material de la 

decisión, pues en todo el texto de la Resolución No. 541 de 2019 se hiso mención a los 

argumentos del recurrente y la decisión atacada, solo que por error de transcripción se 

escribió 139 y no 136 como correspondía a la nomenclatura del acto que resolvió el recurso 

de reposición interpuesto contra la Resolución No. 203 de 2018. 

 

Recordemos que tanto el Código Contencioso Administrativo, como en la Ley 1437 de 

2011, tienen establecido que la firmeza de los actos administrativos se adquiere a partir del 

día siguiente a aquel en que se notifique o comunique. (Numeral 2.º común del art. 62 del 

CCA y 87 del CPACA) 

 

En este orden de ideas, la Resolución No. 541 de 2019, mediante la cual se resolvió el 

recurso de apelación interpuesto contra la decisión sancionatoria emitida por el Capitán de 

Puerto de Cartagena adquirió firmeza desde el 11 de julio de 2019, y no desde la corrección 

de transcripción oficiosa, se repite por que dicha corrección fue meramente formal.  

  

COBRO DE LO NO DEBIDO: 

 

Por disposición legal la parte demandante no tiene derecho a que se revoque la sanción 

impuesta, pues con las pruebas allegadas se demuestra con meridiana claridad que 

CONSTRUCCIONES & URBANIMOS EL FUTURO S.A. sabía que estaba 

construyendo en un bien de uso público desde el 21 de diciembre de 2007, fecha en la cual 

el entonces apoderado de la sociedad asistió a la reunión convocada por la Capitanía de 

Puerto de Cartagena, donde se explicó la condición de BUP del predio en el que se 

levantaba la construcción, cuya licencia fue obtenida con posterioridad a dicha reunión. 

 

EXCEPCIÓN   SUBSIDIARIA   DE    BUENA    FÉ: 

 
El acto administrativo atacado no solo goza de presunción de legalidad, sino que además se 

debe partir del hecho de que el funcionario que profirió el acto administrativo lo ha hecho 

acatando la Constitución y la Ley y en observancia de los principios generales que regulan 

la actuación pública. 

 

Y LA INNOMINADA:  

 

Interpongo esta excepción frente a toda situación de hecho y/o derecho que resulte probada 

en el presente proceso y que beneficie los intereses de la entidad que represento. 

 

Solicito el reconocimiento oficioso, en la sentencia, de los hechos que resulten 

probados y que contribuyan una excepción de fondo.  

 

Las demás que considere el despacho. 
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FRENTE A LOS HECHOS: 

 

DEL PRIMERO AL SEGUNDO: Es cierto que la constructora demandante edificó en 4 

lotes englobados bajo el folio de matrícula inmobiliaria No. 060228145 el hoy HOTEL 

OCEAN PAVILLION CARTAGENA, mas no me consta que tenga personería jurídica, 

ni que la sociedad PAVILLION HOTELS GROUP S.A.S sea la administradora de dicha 

copropiedad, pues en el expediente no obra certificado de existencia y representación legal 

de estas últimas. 

  

DEL TERCERO AL CUARTO: Es cierto que mediante auto de la fecha se abrió la 

investigación administrativa que terminó con los actos acusados. Tal providencia se fundó 

en la visita de verificación y control efectuada el 17 de diciembre de 2007, atendida por el 

arquitecto Jacobo Anaya, en la que se evidencio que la demandante iniciaba la construcción 

del proyecto OCEAN PAVILLION sin concepto previo de la entidad, pues el mismo no 

fue aportado en esa oportunidad ni tampoco en la reunión efectuada el 21 de diciembre del 

mismo año con el Dr. Gilberto Amaya Garcia, quien fungió como abogado de la 

constructora. 

 

En la reunión en cita se puso de presente al apoderado de la constructora la connotación de 

bien de uso público del predio en el que se levantaba el proyecto, y este manifestó que 

continuarían con la construcción. 

   

AL QUINTO: Es cierto que en la fecha y hora indicada compareció a rendir versión libre 

el señor Henry David Yaker Schiler, en compañía de su apoderado y presentó certificado de 

libertad y tradición del predio en el que se levantaba el proyecto OCEAN PAVILLION, y 

manifestó que la demandante era la dueña. 

 

DEL SEXTO AL DECIMO PRIMERO: Es cierta la actuación procesal encaminada a la 

consecución y practica de pruebas, actuación corregida oportunamente frente a la solicitud 

elevada a CIOH, la cual fue declarada sin efecto mediante auto del 22 de octubre de 2012 

en que se aclaró que es el área de litorales la competente para expedir el concepto técnico 

de jurisdicción solicitado inicialmente a CIOH, y en consecuencia se ordenó a esa 

dependencia especializada la elaboración del concepto en cuestión;  auto frente al cual nada 

dijo la hoy demandante. 

 

Del concepto emitido por el área especializada de Litorales y Medio Ambiente Marino de la 

Capitanía de Puerto de Cartagena se corrió traslado a la demandante, quien no solo solicitó 

aclaración y complementación, sino que también presentó incidente de nulidad, el cual fue 

despachado en sentido negativo, luego de lo cual, en el año 2018, la demandante procede a 

objetar el concepto en referencia por error grave. 

 

AL DECIMO SEGUNDO: No es cierto. Mediante auto del 22 de octubre de 2012 se 

ordenó comunicar la existencia de la investigación al administrador del edificio OCEAN 

PAVILLION, y se citó para el día 1 de noviembre del mismo año para ser escuchado en 

versión libre. 

 

Ante la citación referenciada, el entonces Representante Legal no solo de la demandante, 

sino de la administradora del edificio, sociedad PAVILLION HOTELS GROUP S.A.S 

(ver certificado de existencia y representación legal de dicha sociedad obrante en la parte 2 

de la investigación administrativa anexa, en el que consta que desde 2009 esta persona 

ostentaba la representación legal de la administradora de la copropiedad), a través de la 

misiva calendada 30 de octubre de 2012 manifiesta: 
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Por lo cual, fue escuchado en versión libre el día 14 de diciembre de 2012, diligencia en la 

que manifestó que el avance de la obra era del 93%, sus divisiones, y que se esperaba su 

terminación para marzo de 2013, pero nada dijo de tener o no la administración del edificio, 

y mucho menos del traslado del supuesto dominio de sus unidades residenciales, 

circunstancias que él debía conocer y no mi representada, sino que deliberadamente decidió 

no actuar en representación de la sociedad administradora, y aprovecho la oportunidad para 

ampliar la versión libre rendida en su momento por el señor Yaker, y privar a los 

compradores del sector 2 del proyecto, esto es de los apartamentos del edificio OCEAN 

PAVILLION, de concurrir a la investigación. 

 

Al ser interrogado Villalba González sobre el conocimiento de la condición de BUP del 

predio, y ante su negación se le puso de presente el mapa de jurisdicción, a lo que contestó 

insistiendo en la tradición del bien. 

 

En cuanto al cuestionamiento del conocimiento de la figura de la concesión manifiesta 

Villalba González que no acepta y rechaza enfáticamente que el inmueble donde se 

construía el edificio OCEAN PAVILLION sea un BUP, que tramitó los permisos 

necesarios para la construcción del mismo, y que si acaso, como lo dice el informe técnico, 

el predio fuera un BUP, solicita vincular a EDURBE por ser esta quien le vendió los 

predios a la sociedad que a su vez le vende a la constructora. 

 

Nótese, que no se trató de una solicitud probatoria sino de un argumento frente a lo 

cuestionado. 

 

AL DECIMO TERCERO AL DECIMO SEXTO: Es cierta la actuación surtida frente al 

concepto técnico de Jurisdicción, actuación que jamás cercenó el debido proceso de la 

accionante. 

 

AL DECIMO SÉPTIMO AL VIGÉSIMO TERCERO: Es cierta la decisión de la 

investigación en sus dos instancias y la corrección meramente formal efectuada a esta 

última, consistente en el error del número de la decisión sancionatoria de primera instancia, 

como también lo es el tramite prejudicial. 

 

RAZONES DE LA DEFENSA 

 

DE LOS BIENES DE USO PUBLICO: 

 

Los bienes de uso público lo son por su naturaleza, por destino público, o por la Ley y se 

rigen por normas legales especiales encaminadas a asegurar de manera cumplida su 

satisfacción al uso público. 

 

Existen por ende como lo ha determinado la doctrina, dos categorías de bienes de uso 

público, unos por naturaleza y otros por ministerio de la Ley. La naturaleza misma de las 

cosas hace que ciertos bienes sean de uso público, como sucede con las costas del mar, los 



 
REPUBLICA DE COLOMBIA - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - DIRECCION DE ASUNTOS LEGALES  

GRUPO CONTENCIOSO CONSTITUCIONAL – SEDE BOLIVAR 

 

 

ríos, los lagos y las lagunas, caracterizándose principalmente en el hecho de que el 

Estado no puede quitarles tal calidad y por tanto los particulares no adquieren 

derechos de propiedad sobre los mismos.   

 

De otra parte, se tienen los caminos, plazas, parques y similares, que son bienes de uso 

público por disposición de la Ley, haciendo que mientras ostenten dicha calidad no pueden 

ser poseídos por los particulares ni adquirirse por prescripción. Pero bien podría el Estado 

quitarles su condición o afectación de uso público y convertirlos en bienes fiscales según lo 

manda la Ley 9ª de 1989.  

 

Teniendo en cuenta lo anterior, debe indicarse que los particulares sólo tendrán el uso y 

goce de los bienes de uso público, a través de concesiones o permisos, las cuales no otorgan 

propiedad alguna sobre el suelo.  

 

La Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación civil, en sentencia del 20 de junio de 2017, 

Rad. SC8751-2017, sobre los bienes de uso público sostuvo 

que:

 
El H. Consejo de Estado Sala de Consulta y Servicio civil en concepto del 29 de abril de 

2014, con ponencia del Dr. Augusto Hernández Becerra adujo que: 

 

 

 
 

Así mismo ha señalado la Corte Suprema de Justicia, AP3102-2019 Radicación N°55.322, 

Magistrada Ponente Patricia Salazar Cuéllar, del 31 de julio de dos mil diecinueve (2019), 

citando de forma expresa lo manifestado por el Consejo de Estado1: 

                                                 
1 CE, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, 23 de marzo de 2001, C.P. Manuel S. Urueta 

Ayola, actor: Inversiones Araujo Perdomo Ltda. En el mismo sentido se pronunció la Sala Plena de lo 

Contencioso Administrativo, en sentencia de septiembre de 1996, expediente S-404. 
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“Sobre la imposibilidad de que el dominio sobre los bienes de uso público 

pueda ser adquirido por prescripción adquisitiva (arts. 2519 C.C. y 375-4 

C.G.P.), la jurisprudencia contencioso administrativa ha clarificado que los 

actos jurídicos que contravengan tal prohibición han de reputarse ineficaces: 

 

[L]a actora denuncia como violad[o] [su derecho de propiedad], en cuyo 

concepto de la violación emergen, como cuestión principal la de la eficacia 

que puede tener en el caso de la declaración judicial de pertenencia a favor 

de un particular, (…) así como la venta posterior que el beneficiario de la 

sentencia hizo de la actora de una parte del terreno objeto de dicha 

declaración (…). De entrada, cabe decir que tales actos no tienen eficacia 

alguna respecto de playas y terrenos de bajamar, por ser ambos bienes de 

uso público (…), lo cual determina dos consecuencias que les restan todo 

valor jurídico frente a estos bienes, a saber: de una parte, los bienes de uso 

público no se prescriben en ningún caso (…), y otra, son de la Nación (…). 

 

/[L]a sala debe concluir que la decisión judicial y el acto contractual 

aducidos por la actora no son oponibles en cuanto comprendan zona de playa 

y terrenos de bajamar, de suerte que si dentro de los linderos de los terrenos 

adquiridos por la sociedad ahora actora quedó comprendida algún área que 

esté constituida por playa o por terrenos de bajamar, el respectivo acto de 

enajenación no tiene eficacia alguna respecto de dicha área, por cuanto se 

entiende que ésta nunca ha salido del dominio de la Nación, y, a contrario 

sensu, nunca ha entrado al dominio de la actora ni de quien pretendió 

transferírsela, por fuerza de las razones jurídicas y geopolíticas anotadas.  

 

/ En consecuencia, si en la actuación administrativa (…) se verificó que el 

muro que ordenó remover está construido en zona de playa, y en el proceso 

no se ha desvirtuado que dicha orden no está desconociendo la sentencia 

judicial, dado que no es oponible, en cuanto al área de mención, y menos, 

vulnera derechos adquiridos o de propiedad de la actora por sustracción de 

materia, ya que no se pueden desconocer derechos que nunca han nacido a 

la vida jurídica. Tampoco se desconoce la cosa juzgada, por cuanto ésta no 

puede predicarse o consolidarse respecto de decisiones judiciales que por su 

objeto son oponibles” (Negrilla del texto original). 

 

DE LA NATURALEZA JURÍDICA Y FUNCIONES DE LA DIMAR: 

 

La Dirección General Marítima es la Autoridad Marítima Nacional, encargada de la 

ejecución de la política del gobierno en materia marítima, de naturaleza eminentemente 

administrativa que tiene por objeto la dirección, coordinación y control de las actividades 

marítimas.  

 

A través de las Capitanías de Puerto, dependencias regionales en los puertos marítimos y 

fluviales de su jurisdicción, ejerce las funciones asignadas por mandato legal y 

reglamentario para la promoción y estímulo del desarrollo marítimo del país. 

 

Según el artículo 2º del Decreto Ley 2324 de 1984, la jurisdicción de la Autoridad Marítima 

se extiende hasta el límite exterior de la zona económica exclusiva en las siguientes áreas: 

aguas interiores marítimas, incluyendo canales intercostales y de tráfico marítimo, y todos 

aquellos sistemas marinos y fluviomarinos; mar territorial, zona contigua, zona económica 

exclusiva, lecho y subsuelo marinos, aguas suprayacentes, litorales incluyendo playas y 

terrenos de bajamar. 

 

De conformidad el artículo 166 ibídem, las playas, los terrenos de bajamar y las aguas 

marítimas, son bienes de uso público. Por tanto, intransferibles a cualquier título a los 

particulares, quienes sólo podrán obtener concesiones, permisos o licencias para su 

uso y goce de acuerdo a la Ley y a las disposiciones del citado Decreto, sin que tales 

permisos o licencias confieran título alguno sobre el suelo ni subsuelo.  
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En lo concerniente a los terrenos de bajamar conforme al artículo 5º del Decreto Ley 

2324 de 1984 se tiene que son bienes de uso público, que solo mi defendida puede delimitar 

y concesionar, como también, Adelantar y fallar las investigaciones por construcciones 

indebidas o no autorizadas en los bienes de uso público y terrenos sometidos a la 

Jurisdicción de la Dirección General Marítima. 

 

Con fundamento en lo anterior, se colige que la Autoridad Marítima, en desarrollo de sus 

funciones y con base en los estudios técnico- científicos a su disposición, tiene la facultad 

de establecer las áreas de la zona costera que constituyen bienes de uso público bajo su 

jurisdicción, tal como de vieja data lo viene reconociendo el H. Consejo de Estado. 

 

2 

Esta posición es reiterada en el ya mencionado concepto de 2014 así: 

 

 
A su turno la Ley 9 de 1989 relacionó los terrenos de bajar como parte del espacio 

público de la ciudad, y facultó al Distrito para obtener su restitución. 

 

Lo hasta aquí expuesto, evidencia con meridiana claridad que los actos enjuiciados son 

ajustados a derecho, se fundaron en las normas constitucionales y legales que rigen la 

materia, en las pruebas recaudas con observancia del derecho de contradicción, y en general 

del debido proceso, y fueron expedidos por la entidad competente, sin embargo, no dejara 

esta apoderada de realizar unas breves consideraciones sobre las causales de anulación 

endilgadas así: 

 

De la violación de las normas en que debía fundarse: 

 

En este punto el reparo consiste en que a juicio del demandante fue juzgado por una 

conducta y sancionado por otra, aseveración que no puede ser del recibo dado que de las 

pruebas allegadas evidencian que la constructora, ocupó y construyó en un bien de uso 

público, ocupación que continua hoy con otras personas por transferencia del dominio que 

dice tener la primera. 

 

No se imputó una conducta y se sancionó otra, la construcción que se levantó está 

ocupando un área de uso público en un 100%, por ello se sanciona la construcción y la 

ocupación (conductas concadenadas), ello de cara a todas las pruebas que se han traído al 

                                                 
2 Consejo De Estado Sala de Consulta y Servicio civil en concepto 1682 de 2005. 

 



 
REPUBLICA DE COLOMBIA - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - DIRECCION DE ASUNTOS LEGALES  

GRUPO CONTENCIOSO CONSTITUCIONAL – SEDE BOLIVAR 

 

 

proceso, pues no puede perderse de vista que la constructora reconoce que levantó la 

construcción del Edificio Ocean Pavillion Cartagena, y está demostrado que dicha obra se 

encuentra ubicada en terrenos de baja mar (informe de litorales), lo que evidencia la licitud 

de los actos enjuiciados. 

 

En cuanto a las violaciones al régimen probatorio aludidas, consistentes en la supuesta 

calidad de Juez y parte de la entidad, por ser la dependencia especializada de Litorales y 

Medio Ambiente Marino de la Capitanía de Puerto de Cartagena quien rindió el concepto 

técnico de jurisdicción, debe anotarse como en su momento se hiso, y con respaldo en los 

conceptos de 2005 y de 2014 emitidos por el H. consejo de estado, arriba transcritos, que 

por especialidad técnica es el área de Litorales y Medio Ambiente Marino de la Capitanía 

de Puerto de Cartagena la competente para estos efectos, sin que ello configure la nulidad 

de los actos enjuiciados en los términos señalados por la parte activa. 

 

Aduce la togada demandante que la corrección de la actuación efectuada mediante auto 

calendado 22 de octubre de 2012, vulneró su debido proceso, sin embargo, dicha 

providencia no fue objeto de censura en su oportunidad, con lo cual convalido la actuación. 

 

El último argumento para la prosperidad de esta causal de anulación expuesto por el 

demandante se centra en la negación de la revocatoria directa del fallo de primera instancia 

promovida por la sociedad administradora del Edificio Ocean Pavillion Cartagena, siendo 

que la misma no podía ser desatada de otra forma, pues salta de bulto la improcedencia de 

la misma a la luz de las normas que la regulan; razón por la cual este argumento tampoco 

puede ser del recibo. 

 

Es del caso resaltar, que la accionante pretende alegar su propio dolo a su favor, pues tal 

como se expuso en oposición a los hechos de la demanda, en el señor Villalba González 

para el entonces recaía la Representante Legal no solo de la demandante, sino de la 

administradora del edificio, sociedad PAVILLION HOTELS GROUP S.A.S (ver 

certificado de existencia y representación legal de dicha sociedad obrante en la parte 2 de la 

investigación administrativa anexa, en el que consta que desde 2009 esta persona ostentaba 

la representación legal de la administradora de la copropiedad), sin embargo, decidió 

actuar solo en nombre de la demandante, pese a que fue citada la administración de la 

edificación.  
 

De la falsa motivación. 

 

En cuanto a la denominada falsa motivación, se observa que la demandante trae a colación 

un fragmento de lo que el H. Consejo de Estado tiene tendido como desviación de poder, 

mas no sustenta por qué se configura la misma, y menos la falsa motivación, por lo que 

estos cargos tampoco han de prosperar, pues se recuerda que quien alega esta causal tiene la 

carga de su prueba. 

PRUEBAS: 

 
Acompaña a este escrito la investigación administrativa que dio lugar a los actos 

enjuiciados, para que sea tenida como prueba, y valorada en su oportunidad. 

 

DOMICILIO Y NOTIFICACIONES 

 

La parte demanda, Nación Ministerio de Defensa Nacional Dirección General Marítima, 

tiene  como buzón de notificaciones judiciales la siguiente dirección electrónica  

notificaciones.cartagena@mindefensa.gov.co, y la suscrita apoderada el correo 

electrónico yele1707@gmail.com  

 

De usted,  

                 
               YELENA PATRICIA BLANCO NUÑEZ 

 

mailto:notificaciones.cartagena@mindefensa.gov.co
mailto:yele1707@gmail.com
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Re: pruebas 2021 290

yelena blanco nuñez <yele1707@gmail.com>
Vie 10/09/2021 12:26 PM

Para:  Notificaciones Despacho 01 Tribunal Administrativo - Bolivar - Cartagena <desta01bol@notificacionesrj.gov.co>

3 archivos adjuntos (24 MB)

Parte 2-21-35.pdf; Parte 2-1-20.pdf; Parte 2-36-55.pdf;

Buenos días

En atención a que persiste el error de descarga, me permito enviar en 3 pdf el archivo inicial.

El jue, 9 sept 2021 a las 11:13, Notificaciones Despacho 01 Tribunal Administrativo - Bolivar -
Cartagena (<desta01bol@notificacionesrj.gov.co>) escribió:

Cordial saludo de paz y bien

En atencion a este segundo correo electronico, se le informa por segunda vez que que el
documento anexo2 presente errores al abrirlo. Se anexa al presente prueba de lo afirmado.

Atentamente,

SANDRA ELENA MENDOZA DIAZ
Escribiente D01

De: yelena blanco nuñez <yele1707@gmail.com>

Enviado: lunes, 6 de sep�embre de 2021 1:17 p. m.

Para: No�ficaciones Despacho 01 Tribunal Administra�vo - Bolivar - Cartagena

<desta01bol@no�ficacionesrj.gov.co>

Asunto: Re: pruebas 2021 290

 
Buenas Tardes, envio nuevamente el archivo el cual abre sin inconveniente alguno tanto en mi
equipo como en el de la auxiliar de la oficina.

El lun, 6 sept 2021 a las 13:10, Notificaciones Despacho 01 Tribunal Administrativo - Bolivar -
Cartagena (<desta01bol@notificacionesrj.gov.co>) escribió:

El anexo �tulado parte 2 presenta error al abrirlo

De: yelena blanco nuñez <yele1707@gmail.com>

Enviado: miércoles, 1 de sep�embre de 2021 5:03 p. m.

Para: No�ficaciones Despacho 01 Tribunal Administra�vo - Bolivar - Cartagena

<desta01bol@no�ficacionesrj.gov.co>; cari_puello@msn.com <cari_puello@msn.com>

Asunto: pruebas 2021 290

 

SEÑORES:

H. MAGISTRADOS TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE BOLÍVAR

Firefox https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGQ2NWZkNDdiLT...

1 de 2 10/09/2021, 4:52 p. m.
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E.        S.         D.

Medio de control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho/ otros

Radicado: 13-001-23-33-000-2021-00290-00

Demandante: Construcciones & Urbanismos El Futuro S.A.

Demandado:  Nación-Ministerio       de       Defensa       Nacional      -Dirección        

General Marítima -Capitanía de Puerto de Cartagena. 

Magistrado Ponente: Roberto Mario Chavarro Colpas

YELENA PATRICIA BLANCO NUÑEZ, Abogada titulada en ejercicio, portadora de la C.C.

1.050.035.403 de San Jacinto Bolívar y de la tarjeta Profesional No 194.901 del C.S.J. en mi

condición de Apoderada Judicial de la NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, 

anexo las pruebas referenciadas en la 

Parte 1.pdf

contestación precedente.

Firefox https://outlook.office.com/mail/inbox/id/AAQkAGQ2NWZkNDdiLT...

2 de 2 10/09/2021, 4:52 p. m.
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